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        12 de setiembre, 2003


DIVISIÓN DE DESARROLLO INSTITUCIONAL

UNIDAD DE AUTORIZACIONES Y APROBACIONES

Al contesta refiérase 

al oficio  No. 10145
12 de setiembre, 2003

DI-AA-2256

Licenciado

Luis Gerardo Dobles Ramírez

Asesoría Legal 

Ministerio de Agricultura y Ganadería

Estimado  señor:

Asunto: Convenio de Préstamo de Oficinas, suscrito entre el Ministerio de Agricultura y Ganadería y el Ministerio de Seguridad Pública

Nos referimos a su oficio 166 ALSAL fechado 12 de agosto del año en curso, mediante el cual somete a nuestra consideración a efectos de otorgar el refrendo constitucional al Convenio de Préstamo de Oficinas, suscrito entre el Ministerio de Agricultura (MAG) y Ganadería y el Ministerio de Seguridad Pública.

A. De la fundamentación jurídica:

Del análisis del clausulado contractual, se infiere que el presente acuerdo de voluntades tiene por objeto establecer los parámetros que regulará la colaboración mutua entre la ambas carteras ministeriales con el fin de maximizar los recursos públicos e infraestructura con que cuentan dichas instituciones. 

Para ello, el Ministerio de Agricultura concede un préstamo a título gratuito un área destinado a oficinas donde se encontraba instalado la Agencia de Servicios Agropecuarios del MAG, a favor del Ministerio para la instalación de la delegación de policía de Coronado, con sustento en lo estipulado por el numeral 154 de la Ley General de la Administración Pública. 

De acuerdo con dicha norma legal, el Estado se encuentra facultado para otorgar en préstamo temporal los bienes del dominio público, siendo que de acuerdo a la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, éste se justifica –como se verá más adelante- en la medida que no brinda un derecho a favor del privado u otra entidad pública  sino solamente un uso en precario del dominio útil del mismo, por cuanto el bien no es susceptible de apropiación al encontrarse  por vocación y destino al servicio público.

En virtud de lo anterior, es importante determinar si el inmueble objeto del convenio, constituye un bien del demanio, y por ende si es posible sobre el mismo otorgar un préstamo al tenor del artículo 154. Para ello, se considera indispensable efectuar la distinción entre los bienes clasificados por su naturaleza y vocación como bienes de dominio público, demaniales o de la Nación y bienes patrimoniales los cuales la Administración dispone para el cumplimiento de sus fines.

En este sentido, en oficio 2521 (DI-AA-644) del 13 de marzo del 2003, emitido por esta Unidad de Aprobaciones y Autorizaciones, se indicó que:

“...i)  Bienes de dominio público.

En doctrina, el  dominio público del Estado ha sido conceptualizado como "(...)El conjunto de cosas afectadas al uso "directo" de la colectividad referida a una entidad administrativa de base territorial (Nación, provincia, comuna). Esta referencia a una entidad administrativa es esencial para determinar la jurisdicción. Esas cosas, en razón del uso público de los administrados, no son susceptibles de apropiación privada." (Rafael Bielsa, Principios de Derecho Administrativo, Tercera edición, Ediciones Depalma, Buenos Aires, 1963, p. 782)

Con respecto a los elementos que distinguen a estos bienes, la Sala Constitucional en el Voto No. 2301-91, indica que: 

'(...) Notas características de estos bienes, es que son inalienables, imprescriptibles, inembargables, no pueden hipotecarse ni ser susceptibles de gravamen en los términos del Derecho Civil y la acción administrativa sustituye a los interdictos para recuperar el dominio.- Como están fuera del comercio, estos bienes no pueden ser objeto de posesión, aunque se puede adquirir un derecho al aprovechamiento, aunque no un derecho a la propiedad’. La afectación del bien al cumplimiento de un fin público es normalmente obra del legislador. Sin embargo, en algunos casos ha sido dispuesta por el propio constituyente. Tal es el caso de los aeropuertos, definidos como bienes demaniales por el artículo 121, inciso 14 de la Constitución.'

Adicionalmente, nuestro Tribunal Constitucional ha establecido como una de las principales particularidades de los bienes demaniales su afectación a un fin público, entendiéndose como afectación el hecho o la manifestación de voluntad del poder público, en cuya virtud la cosa queda incorporada al uso y goce de la comunidad y debe efectuarse por ley. Esto derivado de lo dispuesto por el numeral 261 del Código Civil, el cual reza que: 'son cosas públicas las que, por ley, están destinadas de un modo permanente a cualquier servicio de utilidad general, y aquellas de que todos pueden aprovecharse por estar entregadas al uso público'. (Vid. Voto No. 3145-96 de la Sala Constitucional)(...)

ii)  Bienes patrimoniales.
La doctrina es conteste en señalar que el Estado posee  una serie de bienes, sobre los cuales ejerce directamente su derecho pleno como tal, y que no están comprendidos dentro de la categoría de los bienes demaniales.

Representan por lo tanto, un conjunto de bienes, cosas, entre otros, que la administración posee en calidad de propietario y que  a pesar de no estar afectos directamente a un uso o a un servicio público,  su finalidad mediata de cumplir un fin público los hace tener una especial categoría dentro del marco total del ordenamiento jurídico, distinta de los puros y simples bienes particulares. La existencia de éstos, en clara diferencia con los de dominio público ha sido resaltada en razón de las particularidades de unos y de otros, que los conceptualizan como bienes de categorías diferentes.

En  relación con el concepto de bienes patrimoniales la doctrina  ha señalado lo siguiente:

'El concepto de bienes patrimoniales posee, por lo tanto, un carácter residual; lo constituyen los bienes pertenecientes a las Administraciones públicas que no son de dominio público. Pero junto a esa nota de carácter negativo existe otra de sentido positivo, cual es la de que los bienes patrimoniales se encuentran sometidos al régimen ordinario de la propiedad civil, salvedad hecha de la existencia de un régimen especial de protección de los mismos, régimen que es similar al de los bienes de dominio público (....) La jurisprudencia sobre adquisición de bienes patrimoniales se reduce a dos fallos, referidos ambos a aspectos escasamente significativos. De una parte, la enumeración de las formas en que la referida adquisición puede tener lugar: por atribución de la ley; a título oneroso, con ejercicio o no de la facultad de expropiación; por herencia, legado o donación; por prescripción y por ocupación. De otra, los requisitos para la conversión en bienes patrimoniales de los de dominio público que hayan sido objeto de desafectación; conversión que no tiene lugar hasta la recepción formal de los mismos por parte del órgano competente -que, en el Estado, es el Ministerio de Economía y Hacienda-.” (Santamaria Pastor, Juan Alfonso, y Parejo Alfonso, Luciano, Derecho Administrativo, La Jurisprudencia del Tribunal Supremo, Editorial Centro de Estudios Ramón Areces S.A., Primera Reimpresión, Julio 1992, pp. 500 y 501)' (...)"

B. Sobre el caso en particular:

Teniendo clara la clasificación de los bienes muebles e inmuebles con que cuenta el Estado para el cumplimiento de sus fines, conviene precisar si en la especie estamos frente a un  bien que por su naturaleza sea susceptible de  generar un uso en precario. En este sentido en citado oficio 2521 (DI-AA-644) del 13 de marzo del 2003, señaló:

“El permiso de uso ha sido definido como un acto jurídico unilateral, dictado por la Administración en el uso de potestades discrecionales. Mediante él, en forma transitoria, se autoriza el uso gratuito de un bien de dominio público perteneciente al Estado. El derecho de utilización que genera el permiso es de carácter precario, producto de la simple tolerancia de la Administración, que actúa en ejercicio de su poder discrecional. 

Dicho préstamo si bien es un acto unilateral, al posibilitar la utilización del bien a un particular, requiere de la estipulación de parámetros o condiciones que deberán ser cumplidas por su beneficiario, por lo que  resulta necesario la formalización del álea negocial mediante un convenio(...) 

 (...)En este orden de ideas, en el derecho administrativo la figura de comentario se encuentra regulada por el numeral 154 de la Ley General de la Administración Pública (LGAP), el cual establece:

'Artículo 154.- Los permisos de uso de dominio público, y los demás actos que reconozcan a un administrado un derecho expresa y válidamente a título precario, podrán ser revocados a título de oportunidad o conveniencia sin responsabilidad de la Administración; pero la revocación no deberá ser intempestiva ni arbitraria y deberá darse en todos los casos un plazo prudencial para el cumplimiento del acto de revocación'. 

(...)la Sala Constitucional en el Voto No. 5976-93 de las quince horas cuarenta y dos minutos del dieciséis de noviembre de mil novecientos noventa y tres,  respecto al permiso gratuito de los bienes públicos manifestó lo siguiente:

'El dominio público se encuentra integrado por bienes que manifiestan, por voluntad expresa del legislador, un destino especial de servir a la comunidad, al interés público. Son llamados bienes demaniales (...) que están destinados a un uso público y sometidos a un régimen especial fuera del comercio de los hombres. Es decir, afectados por su naturaleza y vocación.(...)Como están fuera del comercio, estos bienes no pueden ser objeto de posesión, aunque se puede adquirir un derecho al aprovechamiento. Aunque no un derecho de propiedad, el permiso de uso es un acto jurídico unilateral que lo dicta la Administración, en el uso de sus funciones  y lo que se pone en manos del particular, es el dominio útil  del bien, reservándose siempre el Estado, el dominio directo sobre la cosa. La precariedad de todo derecho o permiso de uso, es consustancial a la figura y alude a la posibilidad que la administración, en cualquier momento lo revoque, sea por la necesidad del Estado de ocupar plenamente el bien, (...) todo ello en la medida  que si llega a existir una contraposición de intereses entre el fin del bien y el permiso otorgado, debe prevalecer el uso natural de la cosa pública' (...)  

Ahora bien, es precisamente por la naturaleza demanial y excepcional del bien prestado, que se sustenta  dicha precariedad y  la facultad de la Administración de revocarlo por motivos de interés público o conveniencia sin reconocimiento de indemnización alguna.

Esto es así, por cuanto como se ha citado en párrafos anteriores, los bienes de orden demanial se encuentran afectos al interés público, y por tanto -en los términos de los numerales 261 y siguientes del Código Civil y 121 constitucional-  dichos bienes son inalienables, imprescriptibles e  inembargables; en síntesis indisponibles, lo que implica la invalidez de aquellos actos administrativos, que sin respaldo legal, pretendan extraer dichos bienes de la esfera patrimonial del Estado. Es por esta naturaleza especial,  que no se puede reconocer un derecho estable y expreso a un particular, sin atentar contra la afectación del bien al servicio público general de los administrados
Por otra parte, doctrinariamente se ha establecido que el Estado posee una serie de bienes, sobre los cuales ejerce directamente su derecho pleno como tal, y que no están comprendidos dentro de la categoría de los bienes demaiales(...)”

Del análisis del clausulado contractual, no se infiere que el inmueble que se pretende otorgar en préstamo se encuentre afectado al interés público, o que por su uso esté destinado al servicio general,  sino que solamente es un inmueble propiedad del Ministerio que actualmente está utilizado para albergar la Agencia de Servicios Agropecuarios, por lo que resulta improcedente la aplicación de la figura del préstamo de uso en precario, por ende las partes deberán indicar el sustento legal que las autoriza para suscribir el instrumento contractual de mérito, de acuerdo a lo dispuesto por el principio de legalidad regulado por el artículo 11 de la Constitución Política y 11 de la Ley General de la Administración Pública. 

Por otra parte, en virtud de que estamos ante un convenio de cooperación entre dos instituciones públicas, deberá en la próxima gestión, detallarse el fin público que comparten ambas administraciones y que se pretende satisfacer mediante la suscripción del instrumento de marras.
Finalmente, en las próximas gestiones deberá adjuntarse el expediente administrativo levantado al efecto, donde consten acuerdos de las autoridades donde aprueben la relación de cita, certificación literal de la finca que se pretende trasladar, copia certificado del plano catastrado de la misma, oficio de la Unidad Interna legal donde se expongan las razones de hecho y derecho que fundamentan la materialización del convenio, certificación de contenido presupuestario donde se hagan constar que la entidad beneficiaria cuenta con los recursos disponibles para enfrentar las obligaciones de conservación, seguridad y mantenimiento del inmueble a prestar y toda información relevante para la cabal comprensión de los compromisos y responsabilidades asumidas por las partes. 

C. Conclusión:

En vista de lo anteriormente manifestado, este Despacho se ve en la obligación de devolver el documento de mérito sin nuestra aprobación.

Atentamente,

Licda. Cynthia Morales Herra

Fiscalizadora Asociada 
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